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        CONSEJO REGIONAL 

         ECONOMIA SOCIAL


Expediente AR-7/2015
LAUDO que dicta el Árbitro D. José Francisco Duchel Rubio en el procedimiento de arbitraje en derecho promovido por XXXXX, contra la entidad XXXXX, sobre impugnación de acuerdo de la Asamblea General de fecha 13 de junio de 2015, por el que se desestimaba un previo recurso interpuesto contra la liquidación de aportaciones sociales practicada por el Consejo Rector con fecha 30 de septiembre de 2014. 
ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO: Con fecha 31 de julio de 2015 se dirigió al Consejo Regional  de Economía Social de Castilla-La Mancha solicitud de arbitraje suscrita por los integrantes de la entidad XXXXX, de la que, como pretensión principal, se deducía la impugnación del acuerdo de la Asamblea General de la cooperativa XXXXX, de fecha 13 de junio de 2015, por el que se confirmaba la liquidación de aportaciones efectuada por el Consejo Rector con fecha 30 de septiembre de 2014.  

La documentación que se adjuntaba con la demanda ha sido objeto de estudio y valoración a la hora de dictar el presente Laudo.

SEGUNDO: Admitida a trámite la solicitud de arbitraje, se dio traslado de la misma a la cooperativa de referencia para su contestación, lo que tuvo lugar con fecha 16 de septiembre de 2015, en tiempo y forma, mediante escrito en el que se recogían las alegaciones que a su derecho convenían y en el que se adjuntaba asimismo diversa documentación que también ha sido admitida como prueba.

TERCERO: En fecha 11 de noviembre de 2015 tuvo lugar en la sede de la Dirección Provincial en Cuenca de la Consejería de Economía, Empresas y Empleo, previa convocatoria, la vista con objeto de fijar los términos de la cuestión litigiosa.


Compareció en nombre de XXXXX, Dña. XXXXX, asistida por el Letrado D. XXXXX, adscrito al Ilustre Colegio de Abogados de Albacete con el número XXX; por parte de la cooperativa compareció D. XXXXX, representado por el Letrado D. XXXXX, adscrito al Ilustre Colegio de Cuenca con el número XXX, y cuya representación ya constaba acreditada en el expediente arbitral de referencia al haber aportado con anterioridad el poder para pleitos autorizado el 9 de abril de 2013 por el notario de Cuenca, XXXXX, con el número XXX de su protocolo. 

Durante el transcurso del referido acto la parte demandante ratificó el contenido de su solicitud de arbitraje, concretando los términos de la cuestión litigiosa en los puntos relacionados en la nota instructa que asimismo ha quedado incorporada al expediente y que se resumen en: inexistencia de caducidad de la acción; improcedencia de incluir la deducción por inversiones pendientes de pago al no estar prevista esa posibilidad en los estatutos sociales y no resultar una norma imperativa en la nueva Ley de Cooperativas; que no todas las deudas a largo plazo están vinculadas a inversión, con lo que la deducción no puede depender de la cuantía total del concepto; que la cifra tomada como referencia no es la correspondiente al ejercicio en el que se genera el derecho de reembolso; que el acuerdo no contiene los elementos que sirven de base para los cálculos; por último, solicita que se establezca de forma precisa la fecha de reembolso y del devengo de intereses. 

Por parte de la cooperativa se procedió a ratificar asimismo de forma íntegra el contenido de la contestación a la demanda, insistiendo en que la acción ejercitada es extemporánea en virtud de los estatutos vigentes; también añade que la deducción por inversión viene contemplada en el artículo 82 de la Ley de Cooperativas y que su aplicación no exige que se encuentre recogida en los estatutos; por último, respecto del cálculo de intereses, afirma que hasta que no se dicte el Laudo no pueden determinarse. 
CUARTO: En relación con la prueba propuesta por las partes personadas, se admitió y se consideró pertinente toda la documental solicitada por la demandante y que consta enumerada tanto en la solicitud de arbitraje como en la nota instructa incorporada en el acto de vista previa, celebrada el pasado 11 de noviembre de 2015, y se le concedió en ese momento a la cooperativa un plazo de quince días para que la aportara; no obstante, transcurridos más de dos meses sin que se diera cumplimiento a lo requerido, teniendo en cuenta además que la referida documentación era imprescindible para poder resolver el litigio que nos ocupa, fue preciso requerir nuevamente a la cooperativa con fecha 25 de enero de 2016, mediante notificación, siendo aportada finalmente con fecha 3 de febrero de 2016. 
  Respecto de la prueba propuesta por la entidad cooperativa, se admitieron todos los documentos aportados con la contestación a la solicitud de arbitraje, procediéndose en el acto de la vista previa a la renuncia del interrogatorio del actor al no considerarse relevante una vez fijados los  términos de la cuestión litigiosa. 
QUINTO: A la vista de lo anterior, el Árbitro que suscribe acordó, a propuesta asimismo de las partes personadas, la práctica por escrito del trámite de conclusiones, al amparo de las facultades que le confiere el artículo 26 del Decreto 72/2006, teniendo en cuenta que de esa manera se concedía mayor celeridad a la tramitación del expediente y, además, no se vulneraban los principios de audiencia, contradicción e igualdad entre partes que deben presidir necesariamente los procedimientos arbitrales.
Así las cosas, en el escrito de conclusiones aportado por la parte reclamante, presentado en tiempo y forma el día 16 de febrero de 2016, se ratificaron las cuestiones litigiosas planteadas en la vista previa en el sentido que a su derecho interesaba, a saber: que no debía estimarse la  excepción de caducidad alegada de contrario, toda vez que el plazo de que se disponía para impugnar la resolución era de cuarenta días; que es improcedente la deducción por deudas vinculadas a inversión; subsidiariamente se añade que la cantidad deducida por ese concepto es errónea porque no es la que figura en las cuentas anuales del ejercicio en el que se produce la baja como socio; también se alega que no todas las deudas a largo plazo deben considerarse como vinculadas a gastos de inversión; se muestra disconforme con el criterio de imputación al realizarse una media entre la cosecha media y el cupo medio del socio, obviando que el criterio debería haber sido la actividad cooperativizada del socio; por último, se solicita la concreción de los plazos y fechas de pago y el momento inicial del devengo de intereses.

Por su parte, en el escrito de conclusiones aportado por la cooperativa con fecha 8 de marzo de 2016 se insiste en primer lugar en la caducidad de la acción por el transcurso del plazo para la impugnación del acuerdo social; que es procedente aplicar la deducción por gastos de inversión pendientes de pago sin necesidad de adaptar previamente los estatutos sociales a la Ley 11/2010; que los referidos gastos coinciden con las deudas a largo plazo que tiene suscrita la cooperativa; que la liquidación se encuentra suficientemente motivada y que se practicó una vez que se consideró firme la expulsión del socio; que los criterios utilizados para calcular el importe de la actividad cooperativizada del socio son ajustados a derecho; por último, respecto del cálculo de intereses, que el mismo debe tener en cuenta la fecha de aprobación de las cuentas y la tramitación del expediente arbitral 52/2012, que guarda relación directa con el que nos ocupa.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO: El presente procedimiento arbitral se encuadra dentro de la previsión del artículo 167 de la Ley 11/2010, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, que establece esta solución para los conflictos que surjan entre los socios y la cooperativa a la que pertenezcan.


Más concretamente, el Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, que regula los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, reconoce en su artículo 3.1.a) legitimación activa para intervenir en procedimientos arbitrales a quienes estén en posesión de la condición de socio de una cooperativa o sociedad laboral castellano-manchega, tal y como sucede en el presente caso.

Por último, la Disposición Final de los estatutos de la entidad cooperativa que nos ocupa somete a mediación, arbitraje y conciliación las discrepancias o controversias que puedan surgir entre los socios y la propia cooperativa. 

SEGUNDO: Obligado es tratar en primer lugar si la demanda de arbitraje presentada puede o no ser considerada como extemporánea por haberse interpuesto fuera de plazo. Así lo alega la entidad cooperativa demandada en su escrito de contestación, y el hecho de tratarlo en este momento responde a que la propia naturaleza del concepto de caducidad de la acción que vamos a estudiar impide, de ser estimado, que se pueda entrar a valorar el fondo de la cuestión litigiosa que se plantea. 


La caducidad responde de forma escrupulosa a la necesidad de dar seguridad al tráfico jurídico. Dicho de otro modo, el efecto inmediato que se persigue con esta figura, que no es otro que la convalidación de los acuerdos por el transcurso del plazo de impugnación, descansa en la conveniencia de facilitar la certeza en las relaciones jurídicas de todo tipo, con el fin de evitar la perturbación tardía de las decisiones tomadas. Es evidente que las posibilidades de impugnación de acuerdos que contempla la Ley 11/2010, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, no pueden persistir indefinidamente. Es necesario poner término a las situaciones de incertidumbre en el ejercicio del derecho a recurrir, sobre todo porque en no pocas ocasiones nos encontramos ante situaciones que hacen presumir el abandono de esa facultad por parte de su titular. Por tanto, la inactividad o falta de ejercicio del derecho o de la acción de que se trate dentro del plazo concedido puede considerarse contraria a la Ley, sobre todo si de ello extrae algún beneficio quien precisamente no hace uso de esas facultades en el momento oportuno. De ese modo lo que se procura evitar es la generación de situaciones de una clara y prolongada inseguridad jurídica. 

Por otra parte, del artículo 54 de la propia Ley 11/2010 se desprende que los plazos dispuestos lo son siempre de caducidad,  debiéndose diferenciar entre si lo que se trata de impugnar es un acuerdo contrario a la Ley, en cuyo caso la acción caduca al año, o bien nos encontramos ante un acto que simplemente se opone a lo dispuesto en los Estatutos o que lesiona en beneficio de uno o varios socios o terceros los intereses de la cooperativa, supuesto que disfruta de un plazo de impugnación de cuarenta días. Precisamente nos centramos en el precepto anterior a la vista de lo establecido expresamente en la Disposición Transitoria Primera de la Ley 11/2010, la cual dispone de forma expresa que “el contenido de los estatutos de las cooperativas existentes a la entrada en vigor de la presente Ley no podrá ser aplicado en contradicción con lo dispuesto en la misma y se entenderá modificado y completado por cuantas normas imperativas o prohibitivas se contienen en esta Ley”. Por tanto, con independencia de lo dispuesto en los Estatutos Sociales, son los plazos establecidos en el artículo 54 los que debemos tener en cuenta a la hora de determinar la extemporaneidad o no de la solicitud de arbitraje, pues aquéllos deben entenderse modificados por éste, sin perjuicio de que tuvieran que ser objeto de adaptación. 

En el supuesto que nos ocupa se ha impugnado un acuerdo adoptado por la Asamblea General de fecha 13 de junio de 2015, que fue notificado debidamente con fecha 29 de junio siguiente. Si tenemos en cuenta que la solicitud de arbitraje tuvo entrada el 31 de julio de 2015, puede afirmarse objetivamente que la misma se interpuso días antes de que concluyera el plazo de cuarenta días establecido en el artículo 54 de la Ley, con lo que la misma no es en ningún caso extemporánea. 

Por lo anterior, no puede estimarse la excepción de caducidad alegada por la cooperativa en el presente procedimiento arbitral. 
TERCERO: La siguiente cuestión a dilucidar es la relativa a si puede considerarse ajustado a derecho que se recoja en la liquidación impugnada una deducción bajo el epígrafe “inversiones pendientes de pago”. Alega el solicitante de arbitraje que esa posibilidad, a la vista del el artículo 82 de la Ley,  es de carácter dispositivo y, al no aparecer como tal prevista en los estatutos sociales de la cooperativa, no puede exigirse su cumplimiento. Conviene en primer lugar citar literalmente el artículo de la Ley que regula esta materia:
“art. 82.2. Liquidación y reembolso de las participaciones sociales.
1. Los estatutos sociales regularán las condiciones en las que procederá o no el ejercicio por los socios del derecho a exigir el reembolso de sus participaciones obligatorias y voluntarias al capital social, de conformidad a lo previsto en este artículo y en los artículos 30, 74.8 y 117 de esta Ley

2. En todo caso, la liquidación del importe efectivo a reembolsar de las participaciones sociales se practicará a partir del balance de cierre del ejercicio social en el que se ha originado el derecho al reembolso, conforme a las siguientes normas:

a) Del valor acreditado de las participaciones suscritas por el socio, se podrán efectuar las siguientes deducciones y descuentos:

· (…)

· Se deducirán aquellas obligaciones de pago que el socio tenga pendientes con la cooperativa derivadas de su participación en la actividad cooperativizada, así como la parte proporcional que, de acuerdo a la actividad cooperativizada del socio, le corresponda de las deudas de la sociedad vinculadas a inversiones realizadas y que estén pendientes de pago, así como aquellas otras obligaciones por cualquier otro concepto. 
De la lectura del precepto transcrito se desprende que, en contra de lo afirmado por los solicitantes de arbitraje, lo único que se deja a disposición de los estatutos sociales son las condiciones en las que el socio podrá ejercer el derecho a reembolso de sus participaciones, en su caso. Ello es así porque, al contemplar la Ley en otras partes de su articulado la posibilidad de que los estatutos puedan prohibir la baja voluntaria de los socios, o que asimismo prevean la existencia de determinadas participaciones que no dan derecho a reembolso, lógico es también que por norma estatutaria se regulara en esos supuestos las condiciones en las que habría de ejercitarse el derecho de reembolso ya que, incluso, pudiera darse el caso de que el mismo no fuera ejercitable. Pese a que en algún punto la redacción de la Ley 11/2010 no es demasiado afortunada, sí es muy clara a la hora de determinar las materias que deja abierta a la posterior regulación estatutaria, al utilizar en esos supuestos expresiones tales como “los estatutos podrán” o “si lo prevén los estatutos”; sin embargo, en el caso de las cantidades a reflejar como deducción en las liquidaciones de aportaciones sociales, el uso de la expresión “se podrán” no hace referencia a la posible previsión que hagan los estatutos sociales, sino que está atribuyendo una determinada facultad al órgano social encargado de confeccionar las liquidaciones, que es el Consejo Rector en cumplimiento de la Ley y de los estatutos sociales. Por ese motivo, incluso, se recoge también literalmente la misma expresión “se podrán” en los referidos estatutos de la cooperativa que nos ocupa, concretamente en su artículo 56.  En consecuencia, el artículo 82 de la Ley 11/2010 es de aplicación imperativa en virtud de lo establecido en su Disposición Transitoria. No obstante, esto no significa que siempre haya que reflejar como cantidades a deducir las que se deriven de los conceptos enumerados en el precepto citado, sino que es el Consejo Rector el que, asumiendo el ejercicio de una de sus competencias, debe confeccionar la correspondiente liquidación valorando en cada caso concreto la posibilidad de incluir un concepto u otro, a la vista de las circunstancias que concurran en cada caso concreto. Por tanto, será el Consejo Rector el que tenga que valorar en cada supuesto “si se podrán” –por ejemplo- deducir las pérdidas imputadas al socio, “si se podrán” asimismo deducir las obligaciones que el socio tenga pendientes de pago o, por último, “si se podrá” deducir la parte proporcional de las deudas vinculadas a inversión. Pero la expresión “se podrá” en este caso no se refiere a la posibilidad de que aparezca o no recogido en los estatutos, sino al obligado análisis que debe en todo caso realizar el Consejo Rector a la hora de determinar las cantidades a deducir del valor acreditado de las participaciones sociales.  
En conclusión, siendo el artículo 82 de la Ley de aplicación imperativa, es procedente incluir la deducción por inversiones pendientes de pago, aunque no de forma automática, sino solamente una vez que el Consejo Rector haya efectuado su correspondiente análisis al respecto y haya valorado todas las circunstancias concurrentes en cada caso, siendo uno de los requisitos ineludibles a tener en cuenta que este tipo de deudas se encuentren reflejadas en las cuentas anuales de la cooperativa y sean gastos efectivamente vinculados a inversión.
CUARTO: Una vez que se ha resuelto que es posible en el presente caso deducir las cantidades pendientes de pago vinculadas a gastos de inversión, procede analizar qué naturaleza es la que caracteriza a ese tipo de gastos, pues los solicitantes de arbitraje alegan que no toda deuda a largo plazo puede considerarse como tal.

Conviene decir en un primer momento que, desde un punto de vista contable, puede considerarse gasto de inversión aquel desembolso de recursos financieros que tiene por objeto adquirir bienes o instrumentos de producción configurados normalmente como activo fijo y que, por tanto, quedan vinculados a la cooperativa durante un periodo de tiempo medio o largo. Hay que decir también que, dentro del concepto de activo, se incluye un importante número de inversiones que vienen a configurar lo que se denomina “inmovilizado”, entre las que se encuentran los terrenos, las construcciones, las instalaciones (eléctrica, de climatización, de gas, etc.,), maquinaria, elementos de transporte, mobiliario, equipos informáticos, I+D, propiedad industrial, mejora de las condiciones de trabajo, etc. En consecuencia, puede afirmarse que “gasto de inversión” es todo aquel desembolso que se produzca para la adquisición de cualquiera de los bienes o instrumentos antes relacionados.   

Teniendo en cuenta lo anterior, tiene razón el solicitante de arbitraje cuando afirma que no toda deuda a largo plazo está necesariamente vinculada a gastos de inversión. Más concretamente, en el supuesto que nos ocupa existe una póliza de préstamo cuya finalidad es exclusivamente refinanciar deudas previamente adquiridas por la cooperativa, sin que tal circunstancia pueda servir para calificar tal medida como gasto de inversión si no se acredita al mismo tiempo -como asimismo se alega- a qué se ha destinado el importe de ese préstamo o el de las cuentas de crédito a las que sustituye. Nos referimos en concreto a la póliza identificada con el número XXXX, de fecha 23 de mayo de 2003, y por un importe de 300.000 Euros. 

En cambio, la naturaleza de inversión queda suficientemente clara al analizar las otras dos pólizas de crédito aportadas como prueba al expediente arbitral, en las que de forma expresa se indica que una de ellas es para financiar “activo fijo”, por un importe de 660.000 €, y la otra lo es destinada a “inversión en activos fijos” por un importe de 300.000 €. En estos dos casos, a la vista de la documentación que acompaña a las pólizas, sí es evidente su relación con inversiones realizadas por la cooperativa y, conforme a lo indicado en el fundamento de derecho anterior, debe asumir el solicitante de arbitraje su parte proporcional a la vista de lo dispuesto en el artículo 82 de la Ley 11/2010, de Cooperativas de Castilla-La Mancha. 
QUINTO: Otro término litigioso alegado por el demandante hace referencia a que en la liquidación impugnada se ha recogido como deducción una cifra de un ejercicio distinto al que se genera el derecho de reembolso. En relación con esta cuestión, la Ley 11/2010 es muy clara al establecer en su artículo 82.d que “la liquidación del importe efectivo a reembolsar de las participaciones sociales se practicará a partir del balance de cierre del ejercicio social en el que se ha originado el derecho a reembolso”. Por tanto, este punto no debería ser ni siquiera discutido ya que, si conocemos la fecha efectiva de la baja del solicitante de arbitraje como socio, se puede determinar de manera objetiva las cuentas anuales que habría que haber tomado como referencia para proceder a la confección de la liquidación que se impugna.

Consta incorporado a la solicitud de arbitraje como documento número 8 el acuerdo de inicio de expediente sancionador que concluyó con la sanción de expulsión del reclamante, fechado el día 1 de octubre de 2011, resuelto por el Consejo Rector con fecha 23 de diciembre de 2011 y confirmado por la Asamblea General de fecha 16 de junio de 2012. En consecuencia, a la vista de lo anterior, las cuentas anuales a tomar como referencia a la hora de  confeccionar la liquidación de aportaciones obligatorias deben ser las del ejercicio contable 2011/2012. En este sentido hay que decir que vuelve a tener razón el solicitante de arbitraje cuando afirma que se ha recogido como deducción una cifra de un ejercicio distinto al que se genera el derecho de reembolso ya que, tal y como consta en el balance abreviado al cierre económico del ejercicio 2011/2012, la cifra por deudas con entidades de crédito ascendía a 320.000 €.

Por otra parte hay que recordar que, de la última cifra mencionada en el párrafo precedente habría, que descontar la cantidad correspondiente a la póliza de crédito número XXXX ya que, tal y como hemos visto anteriormente, no ha quedado acreditado que ésta o las cuentas de crédito a las que sustituye tuvieran como finalidad gastos de inversión.
SEXTO: La siguiente cuestión litigiosa a estudiar es la que se centra en la discrepancia existente respecto del criterio de imputación utilizado por la cooperativa, pues si bien en la liquidación impugnada se realiza una media entre dos conceptos (la cosecha media del socio y el cupo medio del socio), el solicitante de arbitraje alega que el único parámetro que se podría utilizar es el de la actividad cooperativizada, considerando además que el concepto de “cupo medio” es absolutamente indeterminado y el mismo no encuentra reflejo ni en la Ley ni en los Estatutos Sociales. 


En primer lugar habría que decir que esta cuestión no aparece resuelta de forma satisfactoria en la Ley 11/2010, de Cooperativas, pues el artículo 82.2 sólo dispone que se permite la deducción de la parte proporcional que le corresponda por su actividad cooperativizada de las deudas vinculadas a inversiones. No se desarrolla con más precisión ni el concepto de actividad cooperativizada, ni la fórmula para calcular ésta. Por tanto, en un primer lugar habría que concretar o precisar de la mejor manera posible qué debemos entender como actividad cooperativizada, para después poder determinar si los criterios recogidos en la liquidación que se impugna pueden estar comprendidos en ese concepto. Tal y como se ha indicado, al no venir desarrollada ni concretada en la Ley la forma en la que llevar a cabo la determinación de la actividad cooperativizada del socio, el análisis de la liquidación recurrida deberá centrarse en que los criterios utilizados sean lo más equitativos posible y tiendan a evitar distorsiones perniciosas en los cálculos efectuados. De ahí que no sea del todo decisivo que, tal y como alega el solicitante de arbitraje, el cupo medio sea un criterio no reflejado en la Ley ni en los Estatutos, pues en realidad la Ley no refleja ninguno. A pesar de todo ello es necesario insistir en que, aunque esta cuestión no aparece resuelta normativamente, para resolver el presente litigio se precisa constatar al menos que los criterios utilizados para calcular la actividad cooperativizada del socio no provocan situaciones injustas o perjudiciales. 
En relación con lo anterior, podemos afirmar que la actividad cooperativizada comprende el conjunto de prestaciones o servicios que realizan los socios con la cooperativa a la que pertenecen, sin mediar ánimo de lucro, y que contribuyen a la consecución del objeto social. Es decir, dentro de este concepto entrarían todos aquellos deberes estructurales de la cooperativa que deben asumir los socios para dar cumplimiento a lo previsto en el artículo 4 de los Estatutos Sociales, el cual, al fijar el objeto social de la cooperativa, dispone que consistirá en la “producción, transformación y manipulación incluso directamente al consumidor, de las uvas, en sus distintas clases y variedades, producidas en las explotaciones agrarias de los socios de la cooperativa (…)”. 
A la vista de lo indicado en el párrafo precedente, no cabe discusión alguna en considerar acertada la inclusión del primero de los criterios recogidos en la liquidación, es decir, la cosecha media del socio y del resto de socios, entendiendo por tal el número de kilos de uva aportados por el reclamante a la cooperativa, relacionados con los kilos totales transformados o manipulados. En el mismo sentido, el artículo 11 de los Estatutos Sociales establece como una de las obligaciones de los socios participar en las actividades cooperativizadas aportando el cien por cien de la cosecha obtenida en sus explotaciones. No obstante, tiene razón el solicitante de arbitraje cuando afirma que no se facilita ningún otro dato que permita conocer de dónde se obtiene la cantidad propuesta, con lo que es imposible comprobar si esa media está correctamente calculada. Obviamente, esa circunstancia debe ser objeto de corrección, siendo necesario que en la liquidación aparezcan claramente especificados los kilos de uva aportados por el socio y los que recibió en total la cooperativa, y precisar asimismo a qué campañas agrícolas corresponden esos datos, única forma posible de comprobar la corrección de las operaciones efectuadas. 
Respecto del segundo criterio utilizado (cupo medio del socio) conviene decir en un primer momento que el mismo es un concepto manejado tradicionalmente por muchas cooperativas (como así ocurre en la que nos ocupa), a través del cual se determinan algunos parámetros de la gestión económica. De tal forma, en ocasiones sirve para fijar cuál es el compromiso mínimo y máximo del socio con la cooperativa, pues en los casos en los que toda la capacidad de almacenamiento está previamente distribuida entre los socios, una eventual entrada de mayor cantidad de producto de un socio sobre su cupo sólo es posible si otro socio no cubre el suyo, surgiendo en esos casos conceptos no recogidos en la legislación tales como el “exceso de cupo”; sirve asimismo para imputar los gastos fijos del ejercicio, de tal manera que el volumen total de éstos se distribuye entre los cupos o envases sucritos por cada socio, aunque no se cubran con el producto entregado; por último, el concepto de cupo o envase ha servido tradicionalmente para fijar el baremo de participación del socio en las inversiones de la cooperativa, pudiéndose afirmar que el compromiso asumido por cada socio a través de la figura del “envase” adquiere tal relevancia que de él se hace depender la propia actividad de la cooperativa y, por extensión, el cumplimiento a su vez de los compromisos que ésta pudiera haber suscrito (por ejemplo con la amortización de préstamos o de inversiones). Dicho de otro modo, si como principio fundamental de las sociedades mercantiles nos encontramos con que los socios deben hacer frente a las obligaciones económicas contraídas por la sociedad de la que forman parte, en el caso de las cooperativas agrarias es a través del envase la forma en la que tradicionalmente se ha establecido el reparto proporcional de esas obligaciones entre aquéllos. Es más, la cifra total de cupo o envase suscrito por los socios contribuye a dimensionar el tamaño de las instalaciones de la propia cooperativa al determinar el uso potencial de éstas. En consecuencia, si la actividad cooperativizada engloba las distintas obligaciones que deben asumir los socios con la finalidad de lograr la consecución del objeto social de la cooperativa, es acertado asimismo incluir en la liquidación de aportaciones sociales el cupo medio como criterio para proceder al cálculo de la actividad cooperativizada del socio. El problema en este punto vuelve a ser que la información facilitada por la cooperativa sigue siendo muy escasa al no constar, por ejemplo, cuál es el cupo o envase total, siendo imposible comprobar también en este caso si los cálculos efectuados por la cooperativa son correctos. Por tanto, esta circunstancia, al igual que en el caso de los kilos de uva aportados por el socio, debe ser corregida. 
SÉPTIMO: Procede en este momento determinar el plazo para efectuar el reembolso de las aportaciones obligatorias, una vez se realice la correspondiente liquidación conforme a los datos obrantes en las cuentas anuales correspondientes al ejercicio contable 2011-2012, y siempre que la misma ofreciera un resultado positivo a favor del socio. 


En relación con este punto, la Ley 11/2010 recoge determinadas fórmulas que tienden a limitar el derecho de reembolso del socio con la única finalidad de evitar una posible descapitalización de la entidad cooperativa. De tal forma, por ejemplo, dispone su artículo 82.4 que “el plazo de reembolso de las participaciones obligatorias no podrá exceder de cinco años a contar desde la aprobación de las cuentas anuales por la Asamblea General”, contemplando incluso en su artículo 29 la posibilidad, como supuesto más extremo, de que el órgano de administración de la cooperativa pudiera rehusar total o parcialmente el reembolso solicitado. Nos encontramos, por tanto, ante un plazo establecido únicamente en beneficio de la cooperativa y dirigido a evitar su despatrimonialización en aquellos supuestos en los que se viera obligada a soportar un reintegro inmediato que conllevara un impedimento al ejercicio de la actividad cooperativizada para la cual se constituyó.
En el presente caso, teniendo en cuenta que el ejercicio contable concluía el 31 de agosto de 2012, existía la obligación legal de proceder a la aprobación o censura de las cuentas anuales dentro de los seis meses siguientes, es decir, antes del 28 de febrero de 2013, tal y como establece el artículo 44 de la Ley 11/2010; sin embargo, no se tuvo en cuenta ese mandato legal y las cuentas de ese ejercicio se aprobaron con posterioridad a la fecha indicada. A la vista de esa previsión legal, no sería ajustado a derecho que la cooperativa pudiera obtener algún tipo de ventaja por el hecho de no censurar su ejercicio contable en el plazo establecido al efecto. Dicho de otro modo, y conforme asimismo alega el solicitante de arbitraje, el hecho de que la cooperativa no cumpliera con la debida diligencia alguno de los mandatos recogidos en la Ley respecto de la aprobación de sus cuentas anuales, no debe acarrear perjuicio alguno al socio que se vea afectado de alguna forma por las consecuencias de tal proceder. En consecuencia, aunque el artículo 82.4 de la Ley fija el plazo de cinco años para efectuar el reembolso de las participaciones sociales desde que la Asamblea General aprueba las cuentas anuales del ejercicio contable de que se trate, en el presente caso ese cómputo debe necesariamente comenzar a partir del día en el que concluyeron los seis meses previstos para ello (28 de febrero de 2013). En caso contrario, quedaría indemne a efectos de reembolso el incumplimiento del plazo previsto para llevar a cabo la censura de cuentas, algo que supondría además un perjuicio que no tendría el deber jurídico de soportar el socio que se da de baja pues, llevado al extremo, sería tanto como admitir que el plazo para efectuar el reembolso queda en manos de la cooperativa.  
En otro orden de cosas, la Ley también prevé en su artículo 82.5 la posibilidad de fraccionar el importe a reembolsar durante los cinco años de plazo concedidos para su abono, a razón de una quinta parte anual (significar que, teniendo en cuenta lo indicado en el párrafo precedente, en el supuesto que nos ocupa habrían transcurrido ya tres años de ese plazo). Por tanto, si una vez practicada la liquidación de las aportaciones del socio de conformidad con lo previsto en la Ley 11/2010 y el presente Laudo, y atendiendo asimismo al balance del ejercicio contable 2011-2012, el resultado de la misma fuera favorable al socio, la cooperativa podría fraccionar el reembolso al que está obligada, pero debería completarlo antes del próximo 28 de febrero de 2018, a razón de una tercera parte de la cantidad por cada año que reste hasta la referida fecha, y ello con objeto de preservar el espíritu recogido en el artículo 82.5 de la Ley y evitar la descapitalización antes mencionada. De tal forma, el primer ingreso debería producirse durante el presente año 2016, el segundo en el año 2017 y, por último, el tercero en el año 2018 y siempre antes del 28 de febrero, que es cuando se cumplirían los cinco años que permite la Ley en su artículo 82.4. No obstante, es necesario reiterar que la Ley establece el fraccionamiento del reembolso a voluntad de la propia cooperativa, pudiéndose efectuar en un solo pago si así se considera oportuno.
Resta tan sólo por determinar la fecha desde la que debe iniciarse el cómputo de los intereses del reembolso, siempre que –insistimos- el resultado de la liquidación que se practique sea positivo para el solicitante de arbitraje. El artículo 82.5 de la Ley 11/2010 prevé que, una vez acordada por el Consejo Rector la cuantía a reembolsar, aunque la misma no será susceptible de actualización, sí dará derecho a percibir el interés legal del dinero; por otra parte hemos visto que el artículo 82.4 establece un plazo para proceder al reembolso que en ningún caso podía superar los cinco años. No obstante, para determinar la fecha de inicio del cómputo de los intereses que se pudieran generar, hay que tener en cuenta también en el presente caso dos elementos más: en primer lugar, lo dispuesto en el 82.3, el cual concede al Consejo Rector un plazo de tres meses para efectuar el cálculo del importe a reembolsar; en segundo lugar, la fecha del Laudo que resolvió el expediente arbitral 52/2012 -instado precisamente por quien ocupa la posición de demandante en el presente procedimiento-, el cual confirmó la sanción de expulsión impuesta de que trae causa la liquidación de aportaciones que nos ocupa, momento hasta el cual no podía el Consejo Rector proceder a la liquidación de las aportaciones al no ser firme aquélla. Es, por tanto, desde esta última fecha desde la que comenzaría a correr el plazo legal de tres meses de que dispone el Consejo Rector para practicar la liquidación de aportaciones y, sólo concluido el mismo, comenzarían a generarse los intereses legales previstos. Por consiguiente, estando fechado el Laudo que resuelve el procedimiento 52/2012 el 7 de noviembre de 2013, comenzarían a generarse los correspondientes intereses a partir del 7 de febrero de 2014. 
OCTAVO: En último lugar, trataremos la alegación del solicitante de arbitraje consistente en la falta de acreditación de la existencia del acuerdo del Consejo Rector sobre la liquidación y reembolso, pues la copia del acta que se le ha facilitado al socio no contiene el contenido de acuerdo que en su día se le notificó. 


Si bien esta cuestión carece en el presente caso de relevancia, pues finalmente va a ser necesario confeccionar una nueva liquidación de aportaciones, hay que decir que la redacción de las actas de las reuniones del Consejo Rector no es para la Ley de Cooperativas –en opinión del árbitro que suscribe el presente Laudo- un requisito de validez de los acuerdos en ellas adoptados, es decir, no es una forma “ad solemnitaten” cuya inexistencia o inexactitud afecte a la validez de los mismos, sino que simplemente cumple funciones de constancia documental. No es, en consecuencia, requisito ineludible la exigencia de exhaustividad en su redacción ni es obligatorio consignar el contenido literal de los acuerdos adoptados, bastando con una referencia clara a los mismos que sirva para identificarlos correctamente, siendo admisible una breve y somera referencia a su contenido y al resultado de las deliberaciones en el sentido de si son aprobados o no.  En este sentido, consta en el Acta que se dice defectuosa la identificación clara de que uno de los acuerdos que adoptó en Consejo Rector en su reunión de 30 de septiembre de 2014 fue el estudio de las propuestas de liquidación de determinados socios, entre los que se encontraba XXXXX, y que, una  vez analizadas, fueron aprobadas y ordenada su notificación a los interesados. Esos datos son más que suficientes para afirmar que no puede estimarse la pretensión del solicitante de arbitraje.
Atendiendo a todo lo expuesto, el árbitro designado en este procedimiento, por la autoridad que le confiere el artículo 28 del Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, que regula los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, dicta el siguiente

LAUDO ARBITRAL

Debe estimarse parcialmente la solicitud de arbitraje presentada por XXXXX, contra la entidad XXXXX, dejar sin efecto el acuerdo de la Asamblea General de fecha 13 de junio de 2015, por el que se desestimaba un previo recurso interpuesto contra la liquidación de aportaciones sociales practicada por el Consejo Rector con fecha 30 de septiembre de 2014, y procederse a la notificación de una nueva liquidación de aportaciones sociales de conformidad con los siguientes pronunciamientos: 
1.- La deducción por inversiones pendientes de pago debe recoger con exactitud la cantidad reflejada en concepto de deudas a largo plazo que consta en el balance de las cuentas anuales del ejercicio 2011-2012, descontando de la misma el importe que pudiera corresponder a la póliza del préstamo número XXXX, de fecha 23 de mayo de 2003, para lo que habrá de tenerse en cuenta su cuadro de amortización.
2.- Si bien es admisible para proceder al cálculo de la actividad cooperativizada el criterio de la media de uva aportada y el cupo medio suscrito por el socio, es necesario hacer constar en la liquidación la cifra exacta de  ambos conceptos en relación con los totales de la cooperativa, así como indicar las campañas agrícolas a las que se refieren los datos tomados en consideración.
3.- Respecto del plazo para proceder a abonar el reembolso, el mismo concluye el próximo 28 de febrero de 2018. Por otra parte, las cantidades debidas generan intereses desde el 7 de febrero de 2014.


El presente Laudo Arbitral será eficaz desde su notificación a las partes contendientes, la cual se llevará a cabo a través de la Secretaría de la Comisión de arbitraje, conciliación y mediación, no cabiendo contra él recurso ordinario, pudiéndose interponer los recursos extraordinarios de anulación y revisión previstos en el Título VII de la Ley 60/2003, de Arbitraje. 

En Toledo, a 10 de marzo de 2016
EL ÁRBITRO

FDO.: José Francisco Duchel Rubio
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